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SENTENCIA  Nº 168/2022

Jueza:   
Mollet Del Vallès, 30 de septiembre de 2022

ANTECEDENTES DE HECHO
PRIMERO.- Por Dña. , se interpuso 
demanda de juicio  ordinario frente a CAIXABANK PAYMENTS & 
CONSUMER, E.F.C., E.P., S.A., solicitando una sentencia  por la que:

I. Con carácter  principal,  DECLARE la  nulidad por  usura de la  relación

contractual objeto de esta demanda y CONDENE a la demandada a que

devuelva a mi  mandante la cantidad pagada por  este,  por  todos los

conceptos,  que  haya  excedido  del  total  del  capital  efectivamente

prestado o dispuesto, más los intereses que correspondan; así como al

pago de las costas del pleito. II. Con carácter subsidiario al punto I,

DECLARE la no incorporación y/o la nulidad de las cláusulas relativas

a la fijación del interés remuneratorio, al modo de amortización de la

deuda y composición de los pagos,  y  a los  costes y precio total  del

contrato de autos  por  no superar  el  doble  filtro  de  incorporación y



transparencia. Y, por tratarse de condiciones esenciales del contrato,

DECLARE  nulo  el  contrato  y  CONDENE  a  la  demandada  a  que

devuelva a mi  mandante la cantidad pagada por  este,  por  todos los

conceptos,  que  haya  excedido  del  total  del  capital  efectivamente

prestado o dispuesto, más los intereses que correspondan; así como al

pago de las costas del pleito. 

III. Con carácter subsidiario a los puntos I y II, DECLARE la nulidad

de las  cláusulas  relativas  a  la  fijación  del  interés  remuneratorio,  al

modo de amortización de la deuda y composición de los pagos, y a los

costes y precio total del contrato de autos por no superar el doble filtro

de transparencia; DECLARE la nulidad por abusividad de la cláusula y

práctica que permite la modificación unilateral de las condiciones del

contrato  y  DECLARE  la  nulidad  por  abusividad  de  la  cláusula  de

comisión  por  compensación  por  costes  de  cobro  ante  un  impago

(posición deudora). Y, en consecuencia, CONDENE a la demandada a

la  restitución  de  todos  los  efectos  dimanantes  de  la  nulidad  de  las

cláusulas y prácticas abusivas impugnadas, en concreto, a que devuelva

a mi mandante todas las cantidades pagadas por este en virtud de las

cláusulas  impugnadas,  durante  toda  la  vida  del  contrato,  hasta  el

último pago realizado; más los intereses que correspondan; así como al

pago de las costas del pleito.

SEGUNDO- Que admitida a trámite la demanda se procedió a emplazar

a  la  parte  demandada para contestación,  lo  que se verificó  en la  forma que

consta  en  autos.  Por  la  parte  demandada  en  el  plazo  y  forma  previsto  se

contestó  a  la  demanda  en  el  sentido  de  oponerse  a  ella  interesando  su

desestimación.

TERCERO.- Que con fecha 27 de septiembre de 2022 se celebró la

audiencia previa a la que asistieron los letrados y procuradores de las partes.

Comprobada la subsistencia del litigo las partes procedieron a fijar los hechos

controvertidos y a proponer prueba.



CUARTO.- Al ser toda la prueba propuesta y admitida documental, las

partes  formularon  sus  conclusiones,  no  siendo  necesaria  la  celebración  del

juicio. Se pasaron los autos para dictar la resolución que proceda.

QUINTO.- En el  presente  procedimiento  se  han  observado  todas  las

prescripciones legales.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

PRIMERO.- Pretensiones de la partes

Ejercita  la  parte  actora  acción  de  nulidad  del  contrato  de  crédito  por

usurario del contrato celebrado en mayo de 2007 entre las partes, un contrato de

tarjeta de crédito conocido como “sistema revolving” con un TAE del 23,87%.

Además,  añade  que  se  remitió  reclamación  extrajudicial  a  la  demandada

solicitando la nulidad del contrato por usura y por contener clausulas abusivas. 

Frente a dicha pretensión, la parte demandada alega, que el contrato no

tiene interés usurario, además entiende que los términos son claros y la parte

actora podía conocerlos con anterioridad

SEGUNDO.- Fondo del asunto

Son hechos  que  no están discutidos  por  las  partes,  a  la  vista  de  la

demanda  y  de  la  contestación  a  la  demanda,  y  que  por  tanto  se  han  de

considerar probados al amparo del artículo 281 de la LEC:

Que  el  demandado  contrató  una  tarjeta  de  crédito  conocida  como

“revolving” en 2007, el tipo de interés aplicado y  la condición de consumidor del

actor. 

A este respecto,  El artículo 1, primer párrafo, de la Ley de 23 de julio de 1908,
sobre nulidad de los contratos de préstamos usurarios dispone: “Será nulo todo
contrato de préstamo en que se estipule un interés notablemente superior al
normal del  dinero y manifiestamente desproporcionado con las circunstancias
del caso o en condiciones tales que resulte aquél leonino, habiendo motivos para



estimar  que  ha  sido  aceptado  por  el  prestatario  a  causa  de  su  situación
angustiosa, de su inexperiencia o de lo limitado de sus facultades mentales.”

Debido a lo vago de la redacción empleada por el Legislador de comienzos del
siglo XX, y la evolución de la contratación, que no ha supuesto una reforma en
una  materia  tan  importante  como  esta,  hemos  de  acudir  al  estudio  que  ha
efectuado  de  la  usura  en  los  contratos  de  crédito  al  consumo  llamados
“revolving” el Pleno de la Sala Primera del Tribunal Supremo. Concretamente, la
reciente STS 149/2020, de 4 de marzo, extracta las conclusiones alcanzadas en
la STS 628/2015, de 25 de noviembre, y va más allá, en la determinación de la
referencia para el  cálculo del “interés normal del dinero”, y cuándo un crédito
“revolving” es usurario por ser notablemente superior al interés normal del dinero
y manifiestamente desproporcionado atendiendo a las circunstancias del caso:

“Decisión del  tribunal  (I):  doctrina jurisprudencial  sentada en la  sentencia del
pleno del tribunal 628/2015, de 25 de noviembre (RJ 2015, 5001).

1.- La doctrina jurisprudencial que fijamos en la sentencia del pleno de esta sala
628/2015,  de  25  de  noviembre,  cuya  infracción  alega  la  recurrente,  puede
sintetizarse en los siguientes extremos:

i)  La  normativa  sobre  cláusulas  abusivas  en  contratos  concertados  con
consumidores no permite el control  del carácter «abusivo» del tipo de interés
remuneratorio en tanto que la cláusula en que se establece tal interés regula un
elemento  esencial  del  contrato,  como es el  precio  del  servicio,  siempre que
cumpla  el  requisito  de  transparencia.  La  expresión  de  la  TAE  es  requisito
imprescindible,  aunque  no  suficiente  por  sí  solo,  para  que  la  cláusula  que
establece el interés remuneratorio pueda ser considerada transparente.

ii) Para que la operación crediticia pueda ser considerada usuraria, basta con
que se den los requisitos previstos en el primer inciso del art. 1 de la Ley de
Represión  de  la  Usura  ,  esto  es,  «que  se  estipule  un  interés  notablemente
superior  al  normal  del  dinero  y  manifiestamente  desproporcionado  con  las
circunstancias del caso», sin que sea exigible que, acumuladamente, se exija
«que ha sido aceptado por el prestatario a causa de su situación angustiosa, de
su inexperiencia o de lo limitado de sus facultades mentales».

iii) Dado que conforme al art. 315, párrafo segundo , del Código de Comercio ,
«se reputará interés toda prestación pactada a favor del acreedor», el porcentaje
que  ha  de  tomarse  en  consideración  para  determinar  si  el  interés  es
notablemente superior al normal del dinero no es el nominal, sino la tasa anual
equivalente (TAE), que se calcula tomando en consideración cualesquiera pagos



que el prestatario ha de realizar al prestamista por razón del préstamo, conforme
a unos estándares legalmente predeterminados.

iv) Para determinar si  el  préstamo, crédito u operación similar es usurario, el
interés con el que ha de realizarse la comparación es el «normal del dinero».
Para  establecer  lo  que  se  considera  «interés  normal»  puede  acudirse  a  las
estadísticas que publica el Banco de España, tomando como base la información
que mensualmente tienen que facilitarle las entidades de crédito sobre los tipos
de interés que aplican a diversas modalidades de operaciones activas y pasivas.
No es correcto utilizar como término de comparación el interés legal del dinero.

v) La decisión de la Audiencia Provincial de considerar como «no excesivo» un
interés  que  superaba  ampliamente  el  índice  fijado  en  la  instancia  como
significativo del  «interés  normal  del  dinero» (el  tipo  medio de los  créditos  al
consumo) no fue correcta, puesto que la cuestión no era tanto si ese interés es o
no  excesivo,  como  si  es  «notablemente  superior  al  normal  del  dinero  y
manifiestamente  desproporcionado  con  las  circunstancias  del  caso»,  y  una
diferencia  tan  importante  respecto  del  tipo  medio  tomado  como  referencia
permite considerar el interés estipulado como «notablemente superior al normal
del dinero».

vi)  Corresponde  al  prestamista  la  carga  de  probar  la  concurrencia  de
circunstancias  excepcionales  que  justifiquen  la  estipulación  de  un  interés
notablemente superior al normal en las operaciones de crédito al consumo.

vii) No pueden considerarse como circunstancias excepcionales que justifiquen
un interés notablemente superior al normal del dinero el riesgo derivado del alto
nivel de impagos anudado a operaciones de crédito al consumo concedidas de
un  modo  ágil  y  sin  comprobar  adecuadamente  la  capacidad  de  pago  del
prestatario, por cuanto que la concesión irresponsable de préstamos al consumo
a  tipos  de  interés  muy  superiores  a  los  normales,  que  facilita  el
sobreendeudamiento  de  los  consumidores  y  trae  como  consecuencia  que
quienes  cumplen  regularmente  sus  obligaciones  tengan  que  cargar  con  las
consecuencias del elevado nivel de impagos, no puede ser objeto de protección
por el ordenamiento jurídico.

Decisión del tribunal (II): la referencia del «interés normal del dinero» que ha de
utilizarse para determinar si el interés de un préstamo o crédito es notoriamente
superior al interés normal del dinero.



1.- Para determinar la referencia que ha de utilizarse como «interés normal del
dinero» para realizar la comparación con el interés cuestionado en el litigio y
valorar si el mismo es usurario, debe utilizarse el tipo medio de interés, en el
momento de celebración del contrato, correspondiente a la categoría a la que
corresponda la  operación crediticia  cuestionada.  Y si  existen  categorías  más
específicas dentro de otras más amplias (como sucede actualmente con la de
tarjetas  de  crédito  y  revolving ,  dentro  de  la  categoría  más  amplia  de
operaciones  de  crédito  al  consumo),  deberá  utilizarse  esa  categoría  más
específica,  con  la  que  la  operación  crediticia  cuestionada  presenta  más
coincidencias (duración del  crédito,  importe,  finalidad, medios a través de los
cuáles el deudor puede disponer del crédito, garantías, facilidad de reclamación
en caso de impago,  etc.),  pues esos rasgos comunes son determinantes del
precio del crédito, esto es, de la TAE del interés remuneratorio.

2.- A estos efectos, es significativo que actualmente el Banco de España, para
calcular el tipo medio ponderado de las operaciones de crédito al consumo, no
tenga en cuenta el de las tarjetas de crédito y revolving, que se encuentra en un
apartado específico.

3.-  En  el  presente  caso,  en  el  litigio  sí  era  discutido  cuál  era  el  interés  de
referencia  que  debía  tomarse  como  «interés  normal  del  dinero».  Y  a  esta
cuestión debe contestarse que el índice que debió ser tomado como referencia
era el  tipo medio aplicado a las operaciones de crédito  mediante tarjetas de
crédito y revolving publicado en las estadísticas oficiales del Banco de España,
con  las  que  más  específicamente  comparte  características  la  operación  de
crédito objeto de la demanda.

4.-  En  consecuencia,  la  TAE  del  26,82%  del  crédito  revolving  (que  en  el
momento  de  interposición  de  la  demanda  se  había  incrementado  hasta  el
27,24%, ha de compararse con el tipo medio de interés de las operaciones de
crédito mediante tarjetas de crédito y revolving de las estadísticas del Banco de
España, que, según se fijó en la instancia, era algo superior al 20%, por ser el
tipo  medio  de  las  operaciones  con  las  que  más  específicamente  comparte
características la operación de crédito objeto de la demanda. No se ha alegado
ni justificado que cuando se concertó el contrato el tipo de interés medio de esas
operaciones fuera superior al tomado en cuenta en la instancia.

5.- Al tratarse de un dato recogido en las estadísticas oficiales del Banco de
España elaboradas con base en los  datos  que le  son suministrados por  las
entidades sometidas a  su  supervisión,  se  evita  que  ese  «interés  normal  del
dinero»  resulte  fijado  por  la  actuación  de  operadores  fuera  del  control  del
supervisor que apliquen unos intereses claramente desorbitados.



Decisión del tribunal (III):  la determinación de cuándo el interés de un crédito
revolving  es  usurario  por  ser  notablemente  superior  al  normal  del  dinero  y
manifiestamente desproporcionado con las circunstancias del caso.

3.-  A  diferencia  de  otros  países  de  nuestro  entorno,  donde  el  legislador  ha
intervenido fijando porcentajes o parámetros concretos para determinar a partir
de qué tipo de interés debe considerarse que una operación de crédito tiene
carácter usurario, en España la regulación de la usura se contiene en una ley
que  ha  superado  un  siglo  de  vigencia  y  que  utiliza  conceptos  claramente
indeterminados como son los de interés «notablemente superior al normal del
dinero» y «manifiestamente desproporcionado con las circunstancias del caso».
Esta indeterminación obliga a los tribunales a realizar una labor de ponderación
en la que, una vez fijado el índice de referencia con el que ha de realizarse la
comparación, han de tomarse en consideración diversos elementos.

6.- El tipo medio del que, en calidad de «interés normal del dinero», se parte
para realizar la comparación, algo superior al 20% anual, es ya muy elevado.
Cuanto  más  elevado  sea  el  índice  a  tomar  como  referencia  en  calidad  de
«interés normal del dinero», menos margen hay para incrementar el precio de la
operación de crédito sin incurrir en usura. De no seguirse este criterio, se daría
el  absurdo  de que para  que una operación  de  crédito  revolving pudiera  ser
considerada  usuraria,  por  ser  el  interés  notablemente  superior  al  normal  del
dinero y desproporcionado con las circunstancias del caso, el interés tendría que
acercarse al 50%.

8.- Han de tomarse además en consideración otras circunstancias concurrentes
en este tipo de operaciones de crédito,  como son el público al que suelen ir
destinadas,  personas  que  por  sus  condiciones  de  solvencia  y  garantías
disponibles no pueden acceder a otros créditos menos gravosos, y las propias
peculiaridades  del  crédito  revolving ,  en  que  el  límite  del  crédito  se  va
recomponiendo constantemente, las cuantías de las cuotas no suelen ser muy
elevadas  en  comparación  con  la  deuda  pendiente  y  alargan  muy
considerablemente el  tiempo durante el  que el  prestatario sigue pagando las
cuotas  con  una  elevada  proporción  correspondiente  a  intereses  y  poca
amortización del capital, hasta el punto de que puede convertir al prestatario en
un deudor «cautivo», y los intereses y comisiones devengados se capitalizan
para devengar el interés remuneratorio.

9.- Como dijimos en nuestra anterior sentencia 628/2015, de 25 de noviembre ,
no puede justificarse la fijación de un interés notablemente superior al normal del
dinero por el riesgo derivado del alto nivel de impagos anudado a operaciones
de crédito al  consumo concedidas de un modo ágil  (en ocasiones, añadimos
ahora,  mediante  técnicas  de  comercialización  agresivas)  y  sin  comprobar



adecuadamente  la  capacidad  de  pago  del  prestatario,  pues  la  concesión
irresponsable de préstamos al consumo a tipos de interés muy superiores a los
normales, que facilita el sobreendeudamiento de los consumidores, no puede ser
objeto de protección por el ordenamiento jurídico. Por tanto, la justificación de
esa importante diferencia entre el tipo medio aplicado a las tarjetas de crédito y
revolving no puede fundarse en esta circunstancia.

10.- Todo ello supone que una elevación porcentual respecto del tipo de interés
medio  tomado  como  «interés  normal  del  dinero»  de  las  proporciones
concurrentes  en  este  supuesto,  siendo  ya  tan  elevado  el  tipo  medio  de  las
operaciones de crédito de la misma naturaleza, determine el carácter usurario de
la operación de crédito.”

Con posterioridad a la  citada sentencia,  el  Tribunal  Supremo dictó Sentencia
367/2022  en  relación  con  los  créditos  revolving.  Han  sido  numerosos  los
comentarios  de la  misma efectuados,  creándose cierta  inseguridad jurídica  y
solucionada por el Dictamen del Gabinete Técnico del Tribunal Supremo, Área
Civil,  en escrito de 4 de mayo de 2022, quien viene a decir:
“Ante  los  comentarios  difundidos  en  redes  sociales  y  en  algunos  medios  de
comunicación sobre la STS 367/2022, de 4 de mayo (ROJ: STS 1763/2022) se  hace
necesario explicar el verdadero contenido de dicha sentencia, ya que  dichos análisis se
basan en un entendimiento erróneo de la misma que no tiene  en cuenta la naturaleza y
los efectos del recurso extraordinario por infracción procesal y del recurso de casación. 
En primer lugar, la sentencia 367/2022 no ha supuesto ninguna modificación ni
matización de la doctrina jurisprudencial sobre las tarjetas revolving. Al contrario,
como dice expresamente su fundamento de derecho tercero, esta sentencia  reitera la
doctrina sentada en la STS 149/2020, de 4 de marzo, según la cual  para determinar la
referencia  que  ha  de  utilizarse  como  «interés  normal  del   dinero»  al  realizar  la
comparación con el interés cuestionado en el litigio y decidir si el contrato es usurario,
debe  utilizarse  el  tipo  medio  de  interés  correspondiente   a  la  categoría  a  la  que
corresponda  la  operación  crediticia  cuestionada.  Y  que,   si  existen  categorías  más
específicas dentro de otras más amplias (como sucede  con la de tarjetas de crédito y
revolving, dentro de la categoría más amplia de  operaciones de crédito al consumo),
deberá utilizarse esa categoría más  específica. 
En el recurso que resuelve esta sentencia, el recurrente pretendía que se  utilizara como
referencia el interés de los créditos al consumo en general, en  lugar del específico de
las tarjetas revolving, que era el que había empleado la  Audiencia Provincial, aplicando
la doctrina jurisprudencial citada. 
Por otra parte, los hechos probados en la instancia, que son inalterables en  casación,
puesto que no se había formulado recurso extraordinario por infracción procesal, eran
los siguientes: (i) en las fechas próximas a la suscripción del  contrato litigioso, la TAE
aplicada por las entidades bancarias a las operaciones  de tarjeta de crédito con pago
aplazado era frecuentemente superior al 20%; (ii)  también era habitual que las tarjetas
revolving contratadas con grandes entidades bancarias superasen el 23%, 24%, el 25%
y hasta el 26% anual; (iii)  la TAE de la tarjeta revolving contratada por la recurrente era
del 24,5% anual. 
Sobre estos hechos probados, la sentencia concluye que la Audiencia Provincial,   al
declarar  que el  interés remuneratorio  no era  «notablemente  superior  al  normal   del
dinero y manifiestamente desproporcionado con las circunstancias del caso»  ni, por



tanto, usurario, no ha vulnerado la Ley de la Usura, ni la jurisprudencia de  esta sala,
dado que -siempre en función de esos hechos probados- el tipo de  interés de la tarjeta
estaba muy próximo al tipo medio de las operaciones con las  que más específicamente
comparte características.
En  definitiva,  si  la  Audiencia  considera  acreditado,  en  función  de  las  pruebas
practicadas en ese concreto procedimiento, cuál es el término de comparación  (y en
este caso había declarado probado que oscilaba entre el 23% y el 26%), el  Tribunal
Supremo no puede revisar este pronunciamiento, salvo que el  prestatario justifique, a
través  del  recurso  extraordinario  por  infracción  procesal,   el  error  patente  en  la
valoración de la prueba. Como en este caso el prestatario  no discutió este extremo,
sino que se limitó a pedir que el término de  comparación fuera el general de los créditos
al consumo, el recurso es  desestimado. Ello no implica, en modo alguno, rectificación ni
matización de la  doctrina jurisprudencial citada, que debe aplicarse en función de los
hechos que  resulten probados en cada caso”.

Por tanto, continúa siendo de perfecta aplicación la Sentencia 149/2020, sin que
la nueva sentencia de 2022 efectúe ningún tipo de cambio al respecto. 

Así pues según analiza esta doctrina del  Tribunal Supremo, en un caso

igual  a este,  si  cabe considerar que el  TAE aplicado al  contrato es usurario,

puesto que en primer lugar, determinar que se trata de un TAE del 23,87 %. En

cuanto al  TAE medio establecido para las operaciones de crédito al consumo

vigente en 2007 según publica el Banco de España era de 9,6170% por tanto, el

23,87 % excede notablemente  de  dicho  interés  medio  y  ha  de considerarse

usurario,  ya  que  supera  ampliamente  el  reseñado  interés,  por  lo  que  el

remuneratorio pactado debe de considerarse notablemente superior al  normal

del dinero.

Cumplido el primer requisito es necesario, también, para que el préstamo

pueda  ser  considerado  usurario,  que  el  interés  sea  manifiestamente

desproporcionado con las circunstancias del caso, para ello el Tribunal Supremo,

partiendo de que la normalidad no precisa de especial  prueba,  debiendo ser

alegada y probada, hace descansar en la  entidad financiera que concedió el

crédito "revolving", la prueba de la concurrencia de circunstancias excepcionales

que expliquen la estipulación de un interés notablemente superior al normal en

las operaciones de crédito al consumo, y lo cierto es, que en el caso de autos, la

demandada no ha probado la concurrencia de circunstancias excepcionales que

así lo justifiquen como pudiera ser la posible falta de solvencia de la demandante

o cualquier otra que pudiera explicar ese elevado interés, no siendo suficiente la



alegación de asunción de un teórico alto riesgo, pues ciertamente fue asumido

libremente  por  la  entidad  financiera  que  decidió  no  exigir  garantía  alguna  al

demandante, consumidor destinatario del producto.

Consecuencia  de lo  dicho,  y  sin  que sea necesario  adentrarse  en el

estudio  de  los  otros  presupuestos,  esto  es,  que  haya  sido  aceptado  por  el

prestatario  a  causa  de  su  situación  angustiosa,  de  su  inexperiencia  o  de  lo

limitado de sus facultades mentales, lo que ha sido descartado por el Tribunal

Supremo en la sentencia ya citada, debe declararse el carácter usurario de los

intereses remuneratorios, lo que supone la nulidad del contrato por prescripción

legal, con las consecuencias del artículo 3 de la mentada   ley represora de la

usura  (LEG 1908, 57) , que expresamente dice "...  el prestamista devolverá al

prestatario lo que, tomando en cuenta el total de lo percibido, exceda del capital

prestado" y que ha sido calificada por el  TS en la sentencia de 14-07-2009  (RJ

2009, 4467)  y posteriormente en la de  25-1(sic)-2015  (RJ 2015, 5001) , como

radical, absoluta y originaria, que no admite convalidación confirmatoria, porque

es fatalmente insubsanable, ni es susceptible de prescripción extintiva, lo que

excluye la aplicación de la doctrina de los actos propios.

Lo anterior hace innecesario pronunciarse sobre el resto de pretensiones

que se ejercitan en la demanda, pues como ya se ha dicho, la declaración de

nulidad del contrato por usurario conlleva que el prestatario únicamente venga

obligado al pago del capital, debiendo reintegrar por ello la demandada al actor

aquellas cantidades satisfechas por la  Sra. Díaz por conceptos diferentes al

importe prestado, es el caso de los intereses, comisiones y demás cuestiones

afectadas  por  la  declaración  de  nulidad  declarada,  sin  perjuicio  de  las

compensaciones a que hubiera lugar por el capital dispuesto pendiente de pago

a  fecha  actual,  considerándose  por  ello  conveniente  diferir  al  trámite  de

ejecución de sentencia la determinación de saldo resultante.

TERCERO.- Costas

En cuanto a las costas procesales procede hacer expresa condena de la

parte deandada al amparo del artículo 394.1 párrafo segundo LEC  1. “En los

procesos declarativos, las costas de la primera instancia se impondrán a la parte

que haya visto rechazadas todas sus pretensiones”



Vistos  los  preceptos  legales  citados  y  demás  de  general  y  pertinente

aplicación,

FALLO

Estimo  la demanda interpuesta por Dña.  

frente a CAIXABANK PAYMENTS & CONSUMER, E.F.C., E.P., S.A.,

1.- DECLARAR Y DECLARO la nulidad del contrato del contrato de crédito 

objeto del procedimiento, por resultar USURARIO y, en consecuencia, la 

improcedencia del cobro de interés alguno derivado de dicho contrato

2.- CONDENAR Y CONDENO a la entidad demandada a restituir a la actora las

cantidades por ésta abonadas que excedan del total del capital prestado de que

haya dispuesto la actora, desde la suscripción del contrato, a determinar en fase

de ejecución de sentencia, sobre la base de contabilizar las sumas reales que

haya abonado la parte demandante durante la vigencia del contrato de crédito y

su diferencia con el capital  efectivamente dispuesto, más el  interés legal que

resulte de dicha cantidad desde la interpelación judicial.

Todo ello con expresa imposición en costas a la parte demandada



Así por esta sentencia, lo pronuncio, mando y firmo.

 La Jueza 




